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OEA/Ser.P


AG/doc.5054/10


27 mayo 2010


Original: español 

Punto 75 del temario

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

AUMENTO Y FORTALECIMIENTO DE LA PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL Y 
LOS ACTORES SOCIALES EN LAS ACTIVIDADES DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS 
ESTADOS AMERICANOS Y EN EL PROCESO DE CUMBRES DE LAS AMÉRICAS 

(Considerado por el Consejo Permanente en la sesión ordinaria del 27 de mayo de 2010 y remitido a la Comisión General de la Asamblea General)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General en lo que se refiere a las actividades de la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC) [(AG/doc.    /10)];

TENIENDO EN CUENTA la resolución [AG/RES. 2519 (XXXIX-O/09),] “Aumento y fortalecimiento de la participación de la sociedad civil en las actividades de la Organización de los Estados Americanos y en el proceso de Cumbres de las Américas”;

TENIENDO EN CUENTA TAMBIÉN que en el 2009 se celebró el décimo aniversario de las Directrices para la Participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA, aprobadas por el Consejo Permanente mediante la resolución CP/RES. 759 (1217/99) y ratificadas por la Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 1707 (XXX-O/00), que establecen que “esta participación, para ser fructífera, debe darse en un marco normativo claro y, a la vez, flexible. Esta segunda característica se logra a través del mecanismo de la revisión periódica de la participación en las actividades de la OEA. Estas directrices, por tanto, son un paso más en la elaboración de normas que perfeccionen la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA”;

RECORDANDO  que la participación de la sociedad civil y otros actores sociales en las actividades de la OEA debe desarrollarse dentro de un marco de estrecha colaboración entre los órganos políticos e institucionales de la Organización y en cumplimiento con lo establecido en la Carta de la Organización de los Estados Americanos y la resolución CP/RES. 759 (1217/99) “Directrices para la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA”,
TOMANDO EN CONSIDERACIÓN las “Estrategias para Incrementar y Fortalecer la Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA”, aprobadas por el Consejo Permanente mediante la resolución CP/RES. 840 (1361/03) y ratificadas por la Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03), que solicitan “a la Comisión de Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC) que dé seguimiento a estas estrategias, evalúe su implementación y, eventualmente, proponga modificaciones a las mismas o nuevos mecanismos que permitan aumentar y fortalecer la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la Organización”;

CONSIDERANDO que el Proceso de Cumbres de las Américas alienta la plena participación de la sociedad civil y otros actores sociales y que, en la Declaración de Nuevo León, los Jefes de Estado y de Gobierno se comprometieron a institucionalizar los encuentros con la sociedad civil, el sector académico y el sector privado; y que más recientemente, mediante la resolución AG/RES. 2315 (XXXVII-O/07) “Participación de los representantes de los trabajadores en las actividades de la Organización de los Estados Americanos”, los ministros de relaciones exteriores acordaron sostener un diálogo con los representantes de los trabajadores, reconocidos como tales en virtud de la legislación o las prácticas internas, antes de las sesiones inaugurales de la Asamblea General y de las Cumbres de las Américas, a fin de que dichos representantes puedan formular recomendaciones y propuestas sobre iniciativas relacionadas con el tema de la Asamblea General o la Cumbre de las Américas y dirigidas a los Estados Miembros y a la Organización de los Estados Americanos (OEA); 

TENIENDO EN CUENTA que la Declaración de Mar del Plata reconoce el papel central de la OEA en la coordinación de la participación de la sociedad civil en el proceso de Cumbres;

DESTACANDO que, en el párrafo 94 de la Declaración de Compromiso de Puerto España, las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno se comprometieron “a continuar incentivando la participación de nuestros pueblos, mediante la actuación ciudadana, comunitaria y de la sociedad civil, en el diseño y ejecución de políticas y programas de desarrollo, proporcionando asistencia técnica y financiera, según corresponda, y de acuerdo con la legislación nacional, para reforzar y desarrollar su capacidad de participar de una forma más plena en el sistema interamericano”;
/

RECONOCIENDO los esfuerzos realizados por el país anfitrión de la Sexta Cumbre de las Américas, a través de la Secretaría de Cumbres de las Américas, para alentar, promover y facilitar la participación de la sociedad civil y de los actores sociales en las actividades preparatorias de la Sexta Cumbre de las Américas y en la Cumbre misma;


CONSIDERANDO que los artículos 6 y 26 de la Carta Democrática Interamericana establecen respectivamente que “la participación de la ciudadanía en las decisiones relativas a su propio desarrollo es un derecho y una responsabilidad. Es también una condición necesaria para el pleno y efectivo ejercicio de la democracia. Promover y fomentar diversas formas de participación fortalece la democracia”, y que “la OEA continuará desarrollando programas y actividades dirigidos a promover los principios y prácticas democráticas y fortalecer la cultura democrática en el Hemisferio, considerando que la democracia es un sistema de vida fundado en la libertad y el mejoramiento económico, social y cultural de los pueblos. La OEA mantendrá consultas y cooperación continua con los Estados Miembros, tomando en cuenta los aportes de organizaciones de la sociedad civil que trabajen en esos ámbitos”;


TOMANDO NOTA del Fondo Específico de contribuciones voluntarias para financiar la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA y en el proceso de Cumbres de las Américas, mediante la resolución CP/RES. 864 (1413/04), con el fin de apoyar la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA, incluido el Diálogo de los Jefes de Delegación de los Estados Miembros, el Secretario General y los representantes de las organizaciones de la sociedad civil, el cual se ha incluido en el proyecto de calendario de los períodos ordinarios de sesiones de la Asamblea General antes de la sesión inaugural como una actividad regular, como lo estipula la resolución AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03);

TOMANDO NOTA TAMBIÉN DE:


 Las contribuciones y recomendaciones recibidas de las organizaciones de sociedad civil y otros actores sociales durante la etapa preparatoria, las actividades inmediatamente anteriores a las Cumbres, así como los aportes y contribuciones que ellos proveen en seguimiento de los compromisos y en el proceso de implementación de la Quinta Cumbre de las Américas; 

Las recomendaciones del Foro Hemisférico de la Sociedad Civil, realizado en Washington, D.C., el 5 y 6 de mayo de 2010, sobre el tema del cuadragésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General “Paz, Seguridad y Cooperación en las Américas” y la reunión especial de la CISC para fortalecer el diálogo con las organizaciones de la sociedad civil, celebrada el 6 de mayo de 2010; y 
RECONOCIENDO la importancia de la participación de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales en la consolidación de la democracia en todos los Estados Miembros. 

RESUELVE:

1. Reafirmar el compromiso y la voluntad de los Estados Miembros y de la Organización de los Estados Americanos (OEA) de continuar fortaleciendo e implementando acciones concretas y mecanismos eficaces de participación de la sociedad civil en las actividades de la OEA y en el proceso de Cumbres de las Américas.
2. Encomendar al Consejo Permanente, al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) y a la Secretaría General que, en coordinación con todos los órganos, organismos y entidades de la OEA, continúen facilitando la implementación de las “Estrategias para incrementar y fortalecer la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA", aprobadas por el Consejo Permanente mediante la resolución CP/RES. 840 (1361/03) y ratificadas por la Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03), “Aumento y fortalecimiento de la participación de la sociedad civil en las actividades de la OEA”.

3. Encomendar al Consejo Permanente y a los Estados Miembros que continúen promoviendo y facilitando la participación de la sociedad civil y de todos los actores sociales en las Cumbres de las Américas y en las actividades desarrolladas por la OEA, [y de acuerdo con las legislaciones internas de los Estados Miembros, - ad referéndum EUA] de conformidad con los compromisos y obligaciones internacionales en materia de promoción y protección de los derechos humanos y libertades fundamentales, incluyendo los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales.

4. Continuar promoviendo y apoyando activamente el registro de las organizaciones de la sociedad civil y su participación en las actividades de la OEA, así como en sus órganos, organismos y entidades, con el apoyo de la Secretaría General y de conformidad con la resolución CP/RES. 759 (1217/99) “Directrices para la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA”. 

5. Alentar a todos los Estados Miembros, Observadores Permanentes y otros donantes, según la definición del artículo 74 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General y demás normas y reglamentos de la Organización, a que consideren contribuir al Fondo Específico para financiar la participación de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales en las actividades de la OEA y el proceso de Cumbres de las Américas, a fin de mantener y promover su participación eficaz en las actividades de la Organización, de conformidad con las metas establecidas por la Asamblea General y por los Jefes de Estado y de Gobierno en el proceso de Cumbres de las Américas, incluido el Diálogo de los Jefes de Delegación con el Secretario General y representantes de organizaciones de la sociedad civil.

6. Continuar exhortando a los Estados Miembros a que:

a) Participen en el Diálogo de los Jefes de Delegación con representantes de las organizaciones de la sociedad civil en la Asamblea General y en el Diálogo de Ministros de Relaciones Exteriores con los representantes de actores sociales en la Cumbre de las Américas; y
b) Continúen sus esfuerzos, nacionales y multilaterales, por abrir a las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales mayores espacios de participación en las actividades de la Organización y en el Proceso de Cumbres de las Américas.
7. Alentar a los Estados Miembros a que continúen informando acerca de los procedimientos y la normativa existente en materia de consulta con la sociedad civil para permitir el intercambio de experiencias y mejores prácticas entre los Estados Miembros.

8. Reconocer los esfuerzos realizados por Perú como país anfitrión del cuadragésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General por trabajar conjuntamente con la Secretaría General y con las organizaciones de la sociedad civil para facilitar y organizar su participación en el Diálogo de Jefes de Delegación, de conformidad con las disposiciones de la resolución CP/RES. 840 (1361/03), y alentar a futuros anfitriones a que continúen basándose en estas tradiciones. 

9. Encomendar a la Secretaría General que continúe apoyando a los Estados Miembros que así lo soliciten en sus esfuerzos por aumentar la capacidad institucional de los Gobiernos para recibir, integrar e incorporar los aportes y las causas de la sociedad civil.

10. Encomendar a los Estados Miembros que continúen analizando el Borrador de la Estrategia de Fortalecimiento de la Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la Organización de los Estados Americanos (OEA) (CP/CISC-422/09 rev.1), y solicitar al Consejo Permanente considere la propuesta final con el fin de promover un esquema coordinado que facilite la participación de la sociedad civil en las actividades de la OEA.

11. Solicitar a la Secretaría General que informe al Consejo Permanente antes del cuadragésimo primero período ordinario de sesiones de la Asamblea General, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.[image: image2.wmf]ASAMBLEA  GENERAL
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Punto 54 del temario
PROYECTO DE RESOLUCIÓN
SÉPTIMA CONFERENCIA ESPECIALIZADA INTERAMERICANA
SOBRE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO

(Considerado por el Consejo Permanente en la sesión ordinaria del 27 de mayo de 2010 y remitido a la Comisión General de la Asamblea General)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.) concerniente a la Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado (CIDIP-VII);

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1923 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2033 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2065 (XXXV-O/05) y AG/RES. 2217 (XXXVI-O/06), las cuales, respectivamente, convocaron a la CIDIP-VII, analizaron las propuestas de los Estados Miembros para la CIDIP-VII, seleccionaron Protección al Consumidor y Registro de Garantías Mobiliarias como los dos temas de su agenda, y establecieron su metodología y trabajo preparatorio, así como las resoluciones AG/RES. 2285 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2401 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2527 (XXXIX-O/09);

[RECORDANDO TAMBIÉN la resolución CIDIP-VII/RES. 1/09, mediante la que se adoptó el Reglamento Modelo para el Registro conforme a la Ley Modelo Interamericana sobre Garantías Mobiliarias;] [PROPUESTA DE EE. UU.]
RECORDANDO [ADEMÁS] [PROPUESTA DE EE. UU.] [EE. UU. BORRAR: TAMBIÉN] que el proceso de CIDIP es el elemento componente principal de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en el desarrollo y armonización del derecho internacional privado en el Hemisferio, por medio del cual se han adoptado 27 26 instrumentos interamericanos; y

[VISTO el Informe del Coordinador del Grupo de Trabajo Informal para Elaborar el/los Proyecto(s) de Documento(s) Final(es) sobre Protección al Consumidor (CP/CAJP-2874/10), de conformidad con la resolución AG/RES. 2527 (XXXIX-O/09) y el acta final de la conferencia diplomática CIDIP-VII sobre el tema de Garantías Mobiliarias, CIDIP-VII/doc. 9/09 rev.2;] [PROPUESTA DE EE. UU.]
CONSIDERANDO:

[Que en materia de protección al consumidor, el Gobierno de Brasil propuso un proyecto de Convención sobre Legislación Aplicable, el Gobierno de Canadá, un Proyecto de Ley Modelo sobre Jurisdicción y Legislación Aplicable, y el Gobierno de Estados Unidos, una Guía Legislativa y Legislación Modelo sobre Restitución Monetaria;] [PROPUESTA DE EE. UU.]

[El importante trabajo del Comité Jurídico Interamericano sobre el tema de la protección al consumidor, en particular los documentos CJI/doc.288/08 rev. 1 “Estado de las negociaciones sobre protección al consumidor en la Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado” y CJI/doc.309/08 “Hacia la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado, CIDIP-VII”, así como la resolución CJI/RES. 144 (LXXII-O/08) “Séptima Conferencia Especializada Interamericana Sobre Derecho Internacional Privado (CIDIP-VII)”;] [PROPUESTA DE EE. UU.]
[EE. UU. PROPONE BORRAR A PARTIR DE ESTE PUNTO] [Que la Asamblea General, mediante la resolución AG/RES 2065 (XXXV-O/05), aprobó formalmente el siguiente temario para la CIDIP-VII:

I.
Protección al consumidor: ley aplicable, jurisdicción y restitución monetaria (convenciones y leyes modelo);
II.
Garantías mobiliarias: registros electrónicos para implementación de la Ley Modelo Interamericana sobre Garantías Mobiliarias;
CONSIDERANDO, CON RESPECTO AL TEMA I. “PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR”:

Que en materia de protección al consumidor, el Gobierno de Brasil propuso un proyecto de Convención sobre Legislación Aplicable, el Gobierno de Canadá, un Proyecto de Ley Modelo sobre Jurisdicción y Legislación Aplicable, y el Gobierno de Estados Unidos, una Guía Legislativa y Legislación Modelo sobre Restitución Monetaria;

Que en la resolución AG/RES. 2527 (XXXIX-O/09) se encomendó al Consejo Permanente que estableciera un grupo de trabajo para elaborar el(los) proyecto(s) de documento(s) final(es) sobre protección al consumidor;
Que la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos estableció el mencionado grupo de trabajo, con carácter informal, eligió a un coordinador para éste y estableció una metodología y calendario revisados;

Que la Delegación de Brasil presentó una propuesta revisada, titulada “PROPUESTA DE BUENOS AIRES”, la cual es una propuesta conjunta de este Gobierno y los de Argentina y Paraguay, y que constituye una versión simplificada de la propuesta final de Brasil de una Convención interamericana sobre derecho aplicable a algunos contratos y transacciones internacionales de consumo, documento CP/CAJP-2652/08 add. 4 corr.1;

Que la Delegación de Estados Unidos presentó una versión revisada de su propuesta, integrada por una Guía Legislativa para una Ley Interamericana respecto a la Disponibilidad de Medios de Solución de Controversias y Restitución a favor de los Consumidores, a la cual se anexan cuatro leyes modelo, la primera para la Solución Electrónica de Controversias Transfronterizas de los Consumidores en el Ámbito del Comercio Electrónico, la segunda para la Solución Alternativa de Controversias para Reclamos de los Consumidores por Tarjetas de Pago, la tercera para Reclamos de Menor Cuantía, y la cuarta para la Restitución Gubernamental, incluyendo a nivel transfronterizo, contenidas en el documento CP/CAJP-2652/08 add. 1 rev. 1;

Que en cumplimiento de la resolución AG/RES. 2527 (XXXIX-O/09), el grupo de trabajo informal llevó a cabo cinco teleconferencias entre los meses de noviembre de 2009 y abril de 2010, con el objeto de que Brasil, Canadá y Estados Unidos presentaran sus propuestas y en las cuales se dio oportunidad para que todas las Delegaciones presentaran sus posturas con respecto a las propuestas mencionadas; 
Que en cumplimiento de la resolución AG/RES. 2527 (XXXIX-O/09), el grupo de trabajo informal celebró una reunión presencial el 6 de mayo de 2010, con el objeto de disipar dudas y acercar las posturas de las Delegaciones en cuanto al proceso de negociación; 
Que en cumplimiento de la resolución AG/RES. 2527 (XXXIX-O/09), el coordinador del grupo de trabajo informal presentó su informe de avance de las negociaciones el día __ de mayo de 2010, documento CP/CAJP XXXX/10; 
Que de conformidad con un informe presentado por el coordinador del grupo de trabajo informal la mayoría de las Delegaciones manifestó su entendimiento de que la “Propuesta de Buenos Aires” está lista para ser objeto de la próxima CIDIP-VII con el tema “Protección al consumidor”, la cual deberá ser convocada a la brevedad posible.

Que el Gobierno de Brasil ofreció la ciudad de Brasilia para ser sede de la CIDIP-VII: Tema I, del 24 al 26 de noviembre de 2010, con el propósito de considerar y aprobar el(los) proyecto(s) de documento(s) final(es) sobre protección al consumidor; e

Que, para tal fin, sería conveniente crear un grupo de trabajo formal, constituido por representantes de los Estados Miembros y por expertos nacionales, con el objeto de concluir las negociaciones en torno al documento final de la CIDIP-VII sobre protección al consumidor, de tal forma que se garantice que el proceso de negociación sea concluido necesariamente antes de que se lleve a cabo la referida conferencia en Brasilia, del 24 al 26 de noviembre de 2010;

Que, también de conformidad con el informe presentado por el coordinador del grupo de trabajo informal, la mayoría de los Estados Miembros considera que las demás propuestas presentadas por Canadá y Estados Unidos, respectivamente, requieren más tiempo para ser consideradas y que podrían ser tratadas en una CIDIP futura; y

El importante trabajo del Comité Jurídico Interamericano sobre el tema de la protección al consumidor, en particular Que el Comité Jurídico Interamericano presentó importantes trabajos sobre el tema Protección al consumidor, en particular los documentos CJI/doc.288/08 rev. 1, “Estado de las negociaciones sobre protección al consumidor en la Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado”, CJI/doc.309/08, “Hacia la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado, CIDIP-VII”, así como la resolución CJI/RES. 144 (LXXII-O/08), “Séptima Conferencia Especializada Interamericana Sobre Derecho Internacional Privado (CIDIP-VII)”;

CONSIDERANDO, CON RESPECTO AL TEMA II: “GARANTÍAS MOBILIARIAS”: 
Que, mediante la resolución AG/RES. 2401 (XXXVIII-O/08), la Asamblea General acordó convocar a un Grupo de Trabajo sobre el tema Garantías mobiliarias, encabezado por las Delegaciones de Canadá, México y Estados Unidos, para finalizar el trabajo preparatorio sobre el tema; 
Que los miembros del mencionado grupo de trabajo se reunieron informalmente en  teleconferencia entre los meses de junio de 2008 y marzo de 2009 para finalizar el Proyecto de Reglamento Modelo de la OEA para el Registro en virtud de la Ley Modelo Interamericana sobre Garantías Mobiliarias; 
Que en materia de registro de garantías mobiliarias el Consejo Permanente aprobó el proyecto de reglamento modelo presentado por los Estados Miembros y convocó a una reunión de tres días de la CIDIP-VII en la sede de la OEA, en Washington, D.C., del 7 al 9 de octubre de 2009; 
Que el Proyecto de Reglamento Modelo fue formalmente presentado al Consejo Permanente en marzo de 2009 y que fue examinado por la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos en marzo y abril de 2009; 
Que el Consejo Permanente aprobó el Proyecto de Reglamento Modelo de manera preliminar y convocó a una reunión de la CIDIP-VII para su consideración y aprobación final; 
Que, para tal fin, la Asamblea General, mediante la resolución AG/RES. 2527 (XXXIX-O/09), convocó a una Conferencia Diplomática de la CIDIP-VII, relativa al tema Garantías mobiliarias, que tuvo lugar en la sede de la Organización de los Estados Americanos, en Washington, D. C., del 7 al 9 de octubre de 2009, y cuya acta final, firmada por las Delegaciones acreditadas para la conferencia, se encuentra en el documento CIDIP-VII/doc.9/09 rev. 2;
Que en la mencionada Conferencia Diplomática se resolvió aprobar el Reglamento Modelo mediante la resolución CIDIP-VII/RES. 1/09; y 
Que con la promulgación en el ámbito nacional de la Ley Modelo Interamericana sobre Garantías Mobiliarias y de su Reglamento Modelo por parte de los Estados Miembros de la Organización se espera que se reduzca significativamente el costo de los préstamos, se facilite el comercio internacional en la región, se ayude y promueva a las pequeñas y medianas empresas en todo el Hemisferio;

VISTO el informe del coordinador del grupo de trabajo informal, en lo que se refiere al tema Protección al consumidor, documento CP/CAJP XXXX/10, y el acta final de la Conferencia Diplomática de la CIDP-VII, en lo que se refiere al tema Garantías mobiliarias, documento CIDIP-VII/doc.9/09 rev. 2, [EE. UU. PROPONE BORRAR HASTA ESTE PUNTO]
RESUELVE:

1.
Agradecer a los grupos de trabajo sobre protección al consumidor y registro de garantías mobiliarias de la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado (CIDIP) por sus esfuerzos.  En el futuro, tales grupos estarán integrados por funcionarios de gobierno o representantes nombrados por los Estados. 
1. [Acoger con beneplácito la adopción del Reglamento Modelo para el Registro conforme a la Ley Modelo Interamericana sobre Garantías Mobiliarias en] [PROPUESTA DE EE. UU.] [EE. UU. PROPONE BORRAR: Felicitar a] la Séptima Conferencia Especializada Interamericana Sobre Derecho Internacional Privado [celebrada del 7 al 9 de octubre en la sede de la OEA.] [EE. UU. PROPONE TERMINAR EL PÁRRAFO AQUÍ] por los resultados positivos alcanzados en lo que se refiere al TEMA II: Garantías mobiliarias. 
2. Recomendar a los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos que adopten leyes que estén de acuerdo con la Ley Modelo Interamericana sobre Garantías Mobiliarias, aprobada en la CIDIP-VI, así como normas administrativas que se ajusten al Reglamento Modelo para el Registro aprobado por la CIDIP-VII. 
3. Agradecer al grupo de trabajo informal sobre el tema Protección al consumidor, por sus esfuerzos.

4. [EE. UU. PROPONE BORRAR EL PÁRRAFO 4] Fijar los días 24, 25 y 26 de noviembre de 2010 para la realización de la CIDIP-VII sobre Protección al consumidor, en la ciudad de Brasilia, Brasil.

4 bis.
[PROPUESTA DE EE. UU.] Encomendar al grupo de trabajo establecido en cumplimiento de la resolución AG/RES. 2527 (XXXIX-O/09) que continúe con sus discusiones con el fin de elaborar el(los) proyecto(s) de documento(s) final(es) sobre protección al consumidor.  Con ese fin, la Secretaría General prestará apoyo al grupo de trabajo para:
a. organizar y llevar a cabo tres reuniones de cinco días en la sede de la OEA, comenzando lo antes posible, para que el grupo de trabajo pueda completar su labor en el(los) proyecto(s) de documento(s) final(es) sobre protección al consumidor; y

b. organizar y llevar a cabo tantas teleconferencias como consideren pertinentes los Estados Miembros; 
c. El grupo de trabajo presentará al Consejo Permanente los resultados de sus esfuerzos cuando haya concluido su labor.

5. [EE. UU. PROPONE BORRAR EL PÁRRAFO 5] Encomendar al Consejo Permanente que establezca un grupo de trabajo formal, integrado por representantes de los Estados Miembros y expertos nacionales con el objeto de concluir las negociaciones en torno al proyecto de Convención interamericana sobre derecho aplicable a algunos contratos y transacciones internacionales de consumo (“Propuesta de Buenos Aires”), de tal forma que se garantice que el proceso de negociación sea concluido necesariamente antes de que se lleve a cabo la referida conferencia en Brasilia, del 24 al 26 de noviembre de 2010.

5 bis.
[PROPUESTA DE EE. UU.] Encomendar al Consejo Permanente, luego de considerar el informe del grupo de trabajo mencionado en el párrafo anterior, que fije las fechas para la CIDIP-VII sobre protección al consumidor, una vez que los expertos finalicen su trabajo preparatorio sobre el(los) proyecto(s) de documento(s) final(es).  Si el Consejo Permanente no fija las fechas para la CIDIP-VII, el grupo de trabajo continuará su labor y presentará un nuevo informe de progreso al Consejo Permanente antes del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General. 
2. Encomendar al Consejo Permanente que establezca un grupo de trabajo compuesto por funcionarios gubernamentales y representantes de los Estados Miembros interesados, a fin de elaborar el/los proyecto(s) de documento(s) final(es) sobre protección al consumidor.  Con ese fin, la Secretaría General prestará apoyo al grupo de trabajo para:
d. organizar y llevar a cabo teleconferencias, comenzando lo antes posible, y a más tardar en el mes de julio de 2009, para que el grupo de trabajo pueda completar la labor en el/los proyecto(s) de documento(s) final(es); y

e. organizar y celebrar una reunión del grupo de trabajo, antes de noviembre de 2009, en un lugar y fecha a ser definidos por el Consejo Permanente; 
El grupo de trabajo deberá presentar al Consejo Permanente un informe sobre el progreso de las negociaciones antes del 31 de enero de 2010; 
3.
Encomendar al Consejo Permanente, luego de considerar el informe del grupo de trabajo mencionado en el párrafo anterior, que fije las fechas para la CIDIP-VII sobre protección al consumidor, una vez que los expertos finalicen su trabajo preparatorio sobre el/los proyecto(s) de documento(s) final(es).  Si el Consejo Permanente no fija las fechas para la CIDIP-VII, el grupo de trabajo continuará su labor y presentará un nuevo informe de progreso antes del 15 de mayo de 2010. 

6. [Recomendar al Consejo Permanente que establezca un grupo de trabajo aparte con el objeto de dar continuidad a las negociaciones en torno a la propuesta de Canadá, “Legislación modelo sobre jurisdicción y leyes aplicables a los contratos de consumo”, y la propuesta de la Delegación de Estados Unidos para una “Guía Legislativa para una Ley Interamericana respecto a la Disponibilidad de Medios de Solución de Controversias y Restitución a favor de los Consumidores”, con sus respectivos anexos (“Legislación modelo para la Solución Electrónica de Controversias Transfronterizas de los Consumidores en el Ámbito del Comercio Electrónico” y la “Ley modelo para la Restitución Gubernamental, incluyendo a nivel transfronterizo”) para que sean tratados en una CIDIP futura.] [EE. UU. PROPONE BORRAR EL PÁRRAFO 6]
7. Encomendar al Consejo Permanente que asigne los recursos necesarios del programa-presupuesto del Fondo Regular para cubrir los gastos relacionados con el trabajo preparatorio [necesarios para concluir las discusiones] [PROPUESTA DE EE. UU.] sobre el tema Protección al consumidor, encomendado en la presente resolución[.], [EE. UU. PROPONE QUE EL TEXTO TERMINE AQUÍ] así como los costos pertinentes para la realización de la CIDIP-VII, a celebrarse en noviembre de 2010, en la ciudad de Brasilia, Brasil.

4.
         Encomendar al Consejo Permanente que asigne los recursos necesarios del programa-presupuesto del Fondo Regular para cubrir los costos de la reunión de la CIDIP-VII a celebrarse en el mes de octubre en la sede de la OEA, así como los gastos relacionados con el trabajo preparatorio sobre el tema de protección al consumidor que encomienda esta resolución.

8. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

5.        Encomendar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
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Punto 53 del temario

PROYECTO DE RESOLUCIÓN
DERECHO A LA LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y EXPRESIÓN Y LA IMPORTANCIA DE 
LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN
(Presentado por la Delegación de Estados Unidos)

(Considerado por el Consejo Permanente en la sesión ordinaria del 27 de mayo de 2010 y remitido a la Comisión General de la Asamblea General)

LA ASAMBLEA GENERAL,
VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.4992/09 y adenda);

TOMANDO EN CUENTA las resoluciones AG/RES. 2237 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2287 (XXXVII-O/07) y AG/RES. 2434 (XXXVIII-O/08) “Derecho a la libertad de pensamiento y expresión y la importancia de los medios de comunicación”;
DESTACANDO la Declaración de Santo Domingo:  Gobernabilidad y desarrollo en la sociedad del conocimiento [AG/DEC. 46 (XXXVI-O/06)], aprobada el 6 de junio de 2006;
RECORDANDO que el derecho a la libertad de pensamiento y expresión que comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole está reconocido en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (artículo IV), la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 13), la Carta Democrática Interamericana (incluido el artículo 4), la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en otros instrumentos internacionales y constituciones nacionales, así como en la resolución 59 (I) de la Asamblea General de las Naciones Unidas y la resolución 104 adoptada por la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO);
RECORDANDO TAMBIÉN que el artículo IV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre declara que “toda persona tiene derecho a la libertad de investigación, de opinión y de expresión y difusión del pensamiento por cualquier medio”;
RECORDANDO ADEMÁS que el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos dispone que:
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.
2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:
a. el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o

b. la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.

3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones.
4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2.
5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional;

TENIENDO PRESENTES los principios 10 y 11 de la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), de 2000, que se refieren a la despenalización del desacato;

RECORDANDO los volúmenes pertinentes de los informes anuales de la CIDH correspondientes a los años 2004, 2005, 2006, 2007 y 2008 sobre la libertad de expresión, así como los comentarios realizados por los Estados Miembros en las sesiones de las presentaciones correspondientes;
TOMANDO EN CUENTA las resoluciones 2004/42 y 2005/38 “El Derecho a la Libertad de Opinión y de Expresión” de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas; y
RECORDANDO la importancia de los estudios y aportes aprobados por la UNESCO en relación con la contribución de los medios de comunicación al fortalecimiento de la paz, la tolerancia y la comprensión internacional, a la promoción de los derechos humanos y a la lucha contra el racismo y la incitación a la guerra,
TENIENDO PRESENTE la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), de 2000, y los informes y recomendaciones subsiguientes de la CIDH, y de su Relator Especial para la Libertad de Expresión, sobre la libertad de expresión en la región; (combinado y condensado).

RECORDANDO la resolución AG/RES. 2523 (XXXIX-O/09) y las resoluciones anteriores de la Asamblea General sobre “Derecho a la libertad de pensamiento y expresión y la importancia de los medios de comunicación”; (actualizado y condensado)
TOMANDO EN CUENTA la resolución A/HRC/12/L.14/Rev.1, “El derecho a la libertad de opinión y de expresión”, del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas; y (actualizado)
PREOCUPADA por las tendencias recientes en la región, como es el caso de las restricciones que han impuesto algunos Gobiernos al libre funcionamiento de los medios de información, los arrestos de personas ilustres por expresar sus opiniones, el hostigamiento y otro tipo de intimidación, así como los asesinatos de periodistas y otras personas que expresan opiniones polémicas, (nuevo)
RESUELVE:
1. Reafirmar el derecho a la libertad de pensamiento y expresión, y hacer un llamamiento a los Estados Miembros a respetar y garantizar el respeto a este derecho, de conformidad con la Declaración Universal de los Derechos Humanos y los instrumentos internacionales de derechos humanos pertinentes de los que sean parte, incluidos la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, entre otros.
2. Reafirmar que la libertad de pensamiento y de expresión y difusión de ideas son componentes fundamentales y esenciales para el ejercicio de la democracia.
3. Instar a los Estados Miembros a que aseguren, dentro del marco de los instrumentos internacionales de los que sean parte, el respeto a la libertad de expresión en los medios de comunicación, incluyendo radio y televisión, y en particular, el respeto a la independencia y libertad editorial de los medios de comunicación.
4. Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren firmar y ratificar, ratificar o adherir, según sea el caso, la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
5. Instar a los Estados Miembros a que respeten y garanticen el derecho a la libertad de pensamiento y expresión, y que creen las condiciones necesarias para tal propósito, incluso asegurando que la legislación nacional pertinente cumpla con las obligaciones internacionales en materia de derechos humanos, se aplique adecuada y eficazmente, y que no permita la manipulación de autoridades regulatorias o jurídicas para suprimir la libertad de expresión. (nuevo) 
6. Reafirmar que los medios de comunicación libres e independientes son fundamentales para la democracia, para la promoción del pluralismo, la tolerancia y la libertad de pensamiento y expresión, y para la facilitación de un diálogo y un debate libre y abierto entre todos los sectores de la sociedad, sin discriminación de ningún tipo.
7. Instar a los Estados Miembros a que promuevan un enfoque pluralista de la información y múltiples puntos de vista mediante el fomento del pleno ejercicio de la libertad de expresión y de pensamiento, el acceso a los medios de comunicación y la diversidad de propietarios de medios de comunicación y fuentes de información a través de, entre otros, sistemas transparentes de concesión de licencias y, según proceda, reglamentos eficaces que impidan la concentración indebida de la propiedad de los medios de comunicación.
8. Instar a los Estados Miembros a que consideren la importancia de incluir, en el marco de sus respectivos ordenamientos jurídicos, normativa sobre la creación de medios de comunicación alternativos o comunitarios y salvaguardas que aseguren que estos medios puedan funcionar en forma independiente, como una manera de ampliar la difusión de información y opiniones, fortaleciendo así la libertad de expresión.
9. Instar a los Estados Miembros a que adopten todas las medidas necesarias para evitar las violaciones del derecho a la libertad de pensamiento y expresión, incluido el hostigamiento y otro tipo de intimidación de periodistas y medios de comunicación, y a que creen las condiciones necesarias con tal propósito, incluso asegurando que la legislación nacional pertinente se ajuste a sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos y se aplique con eficacia.
10. Instar a los Estados Miembros a examinar sus procedimientos, prácticas y legislación, según sea necesario, para garantizar que toda limitación que se pueda imponer al derecho a la libertad de opinión y expresión esté expresamente fijada por la ley y sea necesaria para asegurar el respeto a los derechos o la reputación de los demás o para la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.
11. Reconocer la valiosa contribución de las tecnologías de la información y la comunicación, tales como la Internet, al ejercicio del derecho a la libertad de expresión y a la habilidad de las personas para buscar, recibir y difundir información, así como los aportes que puedan ofrecer estas tecnologías en la lucha contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas y contemporáneas de intolerancia, y en la prevención de los abusos contra los derechos humanos.
11.
Reiterar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que realice el seguimiento adecuado y la profundización del estudio de los temas contenidos en los volúmenes pertinentes de sus informes anuales correspondientes a los años 2004, 2005, 2006, 2007 y 2008 sobre la libertad de expresión, tomando como base, entre otros, los insumos que sobre la materia reciba de los Estados Miembros.
12. Solicitar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y a su Relator Especial para la Libertad de Expresión que continúen monitoreando la libertad de expresión en la región. (simplificado)
12.
Invitar a los Estados Miembros a considerar las recomendaciones de la Relatoría Especial de la CIDH para la Libertad de Expresión en materia de difamación, en el sentido de derogar o enmendar las leyes que tipifican como delito el desacato, la difamación, la injuria y la calumnia, y, en tal sentido, regular estas conductas en el ámbito exclusivo del derecho civil.
13.
Solicitar al Consejo Permanente que celebre una Reunión de Autoridades Nacionales en esta materia con miras a intercambiar experiencias e información y a comenzar un diálogo político entre los Estados Miembros sobre las nuevas tendencias y debates relacionados con el derecho a la libertad de pensamiento y expresión, la importancia de los medios de comunicación en el Hemisferio y el derecho de toda persona de buscar, recibir y difundir información.  Dicha reunión tendrá como invitados a los miembros de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la CIDH, incluido el Relator Especial para la Libertad de Expresión, y expertos nacionales de los Estados Miembros, con el fin de que puedan intercambiar experiencias sobre estos temas. 
14.
Tomar en consideración los resultados y criterios expresados en la sesión especial sobre la libertad de pensamiento y expresión, realizada en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos los días 28 y 29 de febrero de 2008 y 23 y 24 de abril de 2009, y asimismo solicitar al Relator Especial de la CIDH que informe sobre las conclusiones y recomendaciones emitidas por los expertos en dicha sesión especial, a fin de dar seguimiento al desarrollo del tema.
15.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

13. Instar a los Estados Miembros a que apoyen los esfuerzos del Relator Especial para la Libertad de Expresión recibiendo sus visitas y proporcionando recursos adicionales cuando sea posible. (nuevo)
14. Incluir la libertad de pensamiento y expresión en el temario para el cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General. (simplificado)
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Punto 53 del temario
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

DERECHO A LA LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y EXPRESIÓN
Y LA IMPORTANCIA DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN
(Presentado por la Delegación de la República Bolivariana de Venezuela)

(Considerado por el Consejo Permanente en la sesión ordinaria del 27 de mayo de 2010 y remitido a la Comisión General de la Asamblea General)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.4992/09 y adenda);

TOMANDO EN CUENTA las resoluciones AG/RES. 2237 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2287 (XXXVII-O/07) y AG/RES. 2434 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2523 (XXXIX-O/09) “Derecho a la libertad de pensamiento y expresión y la importancia de los medios de comunicación”;
DESTACANDO la Declaración de Santo Domingo: Gobernabilidad y desarrollo en la sociedad del conocimiento [AG/DEC. 46 (XXXVI-O/06)], aprobada el 6 de junio de 2006;

RECORDANDO que el derecho a la libertad de pensamiento y expresión que comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole está reconocido en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (artículo IV), la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 13), la Carta Democrática Interamericana (incluido el artículo 4), la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en otros instrumentos internacionales y constituciones nacionales, así como en la resolución 59 (I) de la Asamblea General de las Naciones Unidas y la resolución 104 adoptada por la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO);

RECORDANDO TAMBIÉN que el artículo IV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre declara que “toda persona tiene derecho a la libertad de investigación, de opinión y de expresión y difusión del pensamiento por cualquier medio”;
RECORDANDO ADEMÁS que el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos dispone que:

1.
Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.

2.
El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:

a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o

b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.

3.
No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones.

4.
Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2.

5.
Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional”;

TENIENDO PRESENTES los principios 10 y 11 de la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), de 2000, que se refieren a la despenalización del desacato;

RECORDANDO los volúmenes pertinentes de los informes anuales de la CIDH correspondientes a los años 2004, 2005, 2006, 2007 y 2008 sobre la libertad de expresión, así como los comentarios realizados por los Estados Miembros en las sesiones de las presentaciones correspondientes;

TOMANDO EN CUENTA las resoluciones 2004/42 y 2005/38 “El Derecho a la Libertad de Opinión y de Expresión” de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas; y

RECORDANDO la importancia de los estudios y aportes aprobados por la UNESCO en relación con la contribución de los medios de comunicación al fortalecimiento de la paz, la tolerancia y la comprensión internacional, a la promoción de los derechos humanos y a la lucha contra el racismo y la incitación a la guerra,

RESUELVE:

1. Reafirmar el derecho a la libertad de pensamiento y expresión, y hacer un llamamiento a los Estados Miembros a respetar y garantizar el respeto a este derecho, de conformidad con los instrumentos internacionales de derechos humanos de los que sean parte, tales como la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, entre otros.

2. Reafirmar que la libertad de expresión y difusión de ideas son fundamentales para el ejercicio de la democracia. 

3. Instar a los Estados Miembros a que aseguren, dentro del marco de los instrumentos internacionales de los que sean parte, el respeto a la libertad de expresión en los medios de comunicación, incluyendo radio y televisión, y en particular, el respeto a la independencia y libertad editorial de los medios de comunicación. 

4. Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren firmar y ratificar, ratificar o adherir, según sea el caso, la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

5. Reafirmar que los medios de comunicación libres e independientes son fundamentales para la democracia, para la promoción del pluralismo, la tolerancia y la libertad de pensamiento y expresión, y para la facilitación de un diálogo y un debate libre y abierto entre todos los sectores de la sociedad, sin discriminación de ningún tipo.

6. Instar a los Estados Miembros a que promuevan un enfoque pluralista de la información y múltiples puntos de vista mediante el fomento del pleno ejercicio de la libertad de expresión y de pensamiento, el acceso a los medios de comunicación y la diversidad de propietarios de medios de comunicación y fuentes de información a través de, entre otros, sistemas transparentes de concesión de licencias y, según proceda, reglamentos eficaces que impidan la concentración indebida de la propiedad de los medios de comunicación.

7. Instar a los Estados Miembros a que consideren la importancia de incluir, en el marco de sus respectivos ordenamientos jurídicos, normativa sobre la creación de medios de comunicación alternativos o comunitarios que asegure su funcionamiento independiente, como una manera de ampliar la difusión de información y opiniones, fortaleciendo así la libertad de expresión.

8. Instar a los Estados Miembros a que adopten todas las medidas necesarias para evitar las violaciones del derecho a la libertad de pensamiento y expresión, y a que creen las condiciones necesarias con tal propósito, incluso asegurando que la legislación nacional pertinente se ajuste a sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos y se aplique con eficacia.

9. Instar a los Estados Miembros a examinar sus procedimientos, prácticas y legislación, según sea necesario, para garantizar que toda limitación que se pueda imponer al derecho a la libertad de opinión y expresión esté expresamente fijada por la ley y sea necesaria para asegurar el respeto a los derechos o la reputación de los demás o para la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.

10. Reconocer la valiosa contribución de las tecnologías de la información y la comunicación, tales como la Internet, al ejercicio del derecho a la libertad de expresión y a la habilidad de las personas para buscar, recibir y difundir información, así como los aportes que puedan ofrecer en la lucha contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas y contemporáneas de intolerancia, y en la prevención de los abusos contra los derechos humanos.

11. Reiterar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que realice el seguimiento adecuado y la profundización del estudio de los temas contenidos en los volúmenes pertinentes de sus informes anuales correspondientes a los años 2004, 2005, 2006, 2007 y 2008 sobre la libertad de expresión, tomando como base, entre otros, los insumos que sobre la materia reciba de los Estados Miembros. 

12. Invitar a los Estados Miembros a considerar las recomendaciones de la Relatoría Especial de la CIDH para la Libertad de Expresión en materia de difamación, en el sentido de derogar o enmendar las leyes que tipifican como delito el desacato, la difamación, la injuria y la calumnia, y, en tal sentido, regular estas conductas en el ámbito exclusivo del derecho civil. 

13. Reiterar Solicitar al Consejo Permanente que celebre una Reunión de Autoridades Nacionales en esta materia con miras a intercambiar experiencias e información y a comenzar un diálogo político entre los Estados Miembros sobre las nuevas tendencias y debates relacionados con el derecho a la libertad de pensamiento y expresión, la importancia de los medios de comunicación en el Hemisferio y el derecho de toda persona de buscar, recibir y difundir información. Dicha reunión tendrá como invitados a los miembros de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la CIDH, incluido el Relator Especial para la Libertad de Expresión, y expertos nacionales de los Estados Miembros, con el fin de que puedan intercambiar experiencias sobre estos temas.
14. Tomar en consideración los resultados y criterios expresados en la sesión especial sobre la libertad de pensamiento y expresión, realizada en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos los días 28 y 29 de febrero de 2008 y 23 y 24 de abril de 2009, y asimismo solicitar al Relator Especial de la CIDH que informe sobre las conclusiones y recomendaciones emitidas por los expertos en dicha sesión especial, a fin de dar seguimiento al desarrollo del tema.

15. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución de actividades estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.



OEA/Ser.P


AG/doc. 5102/10 corr. 1

1 junio 2010


Original:  español


Punto 48 del temario
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES AL INFORME ANUAL DEL COMITÉ JURÍDICO 
INTERAMERICANO

(Considerado por el Consejo Permanente en la sesión ordinaria del 27 de mayo de 2010 y remitido a la Comisión General de la Asamblea General)

LA ASAMBLEA GENERAL,
VISTAS las observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros al Informe Anual del Comité Jurídico Interamericano (CP/CAJP-/10);
TENIENDO EN CUENTA la resolución AG/RES. 2515 (XXXIX-O/09) “Observaciones y recomendaciones al informe anual del Comité Jurídico Interamericano”; 
TENIENDO PRESENTE la celebración del 76 Período ordinario de sesiones del Comité en Lima, Perú; y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 53 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece como uno de los órganos de la Organización al Comité Jurídico Interamericano (CJI)

Que el artículo 54 (f) de la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece como atribución de la Asamblea General la consideración, entre otras, de las observaciones y recomendaciones que eleve el Consejo Permanente de conformidad con el artículo 91 (f) de la Carta sobre los informes de los órganos, organismos y entidades de la Organización; y

Que el CJI presentó su informe anual a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) del Consejo Permanente el 29 de abril de2010 y éste ha remitido a la Asamblea General las observaciones y recomendaciones al mismo,

RESUELVE:
1. Tomar nota de  las observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros al Informe Anual del Comité Jurídico Interamericano y transmitirlas a dicho órgano.
2. Agradecer al Comité Jurídico Interamericano (CJI) la inclusión en su Informe Anual de las resoluciones sobre “Seguimiento de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana” (CJI/doc.335/09), y sobre “Elementos esenciales y fundamentales de la democracia representativa y su vinculación con la acción colectiva en el marco de la Carta Democrática Interamericana” (CJI/doc.332/09 rev.1), además de los  informes en materia de Lucha contra la discriminación: “logros significativos y medidas correctivas”, (CJI/doc.330/09); Corte Penal Internacional: “Informe sobre preparativos y avances en materia de impulso a la adopción de legislación nacional sobre la base de la guía de principios del Comité Jurídico Interamericano y de capacitación de funcionarios para la cooperación de los Estados miembros de la OEA con la Corte Penal Internacional”, CJI/doc.337/09); Derecho Internacional humanitario: “la implementación del derecho internacional humanitario en los Estados miembros de la OEA”, CJI/doc.322/09, y “los crímenes de guerra en el derecho internacional humanitario”, CJI/doc.328/09); Temas migratorios: “seguimiento de las opiniones del Comité Jurídico Interamericano”, CJI/doc.329/09; Diversidad cultural: “Reflexiones sobre el tema de la diversidad cultural y el desarrollo del derecho internacional”, CJI/doc.333/09. 
3. Agradecer igualmente al CJI por la adopción de los documentos “Comentarios al Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Todo forma de Discriminación e Intolerancia (CJI/doc.339/09 rev.2)” y “Fortalecimiento de la capacidad consultiva del Comité Jurídico Interamericano” (CJI/doc.340/09 rev.1), aprobados durante el septuagésimo sexto período ordinario de sesiones de dicho comité, celebrado en Lima, Perú, del 15 al 24 de marzo de 2010, en cumplimiento de la resolución AG/RES. 2515 (XXXIX-O/09).

4. Tomar nota de  la importancia de la continua consideración del CJI a los temas relacionados con la Carta Democrática Interamericana, en particular a la “promoción y fortalecimiento de la democracia” a través de su  seguimiento, de asistencia a los Estados miembros en su implementación y  en sus esfuerzos por fortalecer y modernizar sus instituciones democráticas, y trabajando para promover valores, prácticas y gobernabilidad democráticas, así como la consideración de los temas del artículo 11 de la Carta Democrática Interamericana.  
5. Solicitar al CJI que, con base en las propuestas sobre temas prioritarios presentadas por los Estados Miembros, continúe elaborando y proponga leyes modelo que apoyen los esfuerzos emprendidos por los Estados Miembros en la implementación de obligaciones derivadas de tratados en materia de derecho internacional humanitario, e informe sobre los avances que se generen a la Asamblea General en su cuadragésimo primer período de sesiones. 
6. Solicitar al CJI que informe a la Asamblea General del avance paulatino del tema de la diversidad cultural en el desarrollo del derecho internacional. 

7. Solicitar al CJI que informe sobre los avances en relación a la elaboración de un estudio sobre la problemática del refugio en las Américas teniendo en cuenta la importancia de la materia y a la luz de los trabajos que viene realizando la CAJP y el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), de conformidad con sus respectivos mandatos

8. Solicitar al CJI que informe sobre los avances en relación al análisis acerca de la importancia que tiene para la garantía del derecho a la libertad de pensamiento y expresión de los ciudadanos el que los medios de comunicación libres e independientes, en el ejercicio de la actividad periodística, se rijan por conductas éticas, las cuales en ningún caso pueden ser impuestas por los Estados, consistentes con los principios de derecho internacional aplicables. 
8. bis 
[PROPUESTA DE PERÚ] “Solicitar al Comité Jurídico Interamericano que, dentro de sus recursos existentes, realice un análisis comparativo de los principales instrumentos jurídicos del sistema interamericano relativos a la paz, la seguridad y la cooperación”.

[PROPUESTA DE VENEZUELA] Solicitar al CJI realizar un análisis acerca de la importancia de la democracia participativa como modelo de democracia formal que debe ser reconocido como tal al igual que la democracia representativa en el marco del sistema interamericano de naciones. 

9. Resaltar una vez más la importancia de la realización del Curso de Derecho Internacional que organiza anualmente el CJI y el Departamento de Derecho Internacional de la Organización de los Estados Americanos en Río de Janeiro; subrayar la importancia de aumentar el monto de las becas que otorga la OEA para el mencionado curso; instar a los Estados Miembros a que tengan en cuenta la posibilidad de sufragar directamente la participación de estudiantes y profesores nacionales en el mismo; y reconocer la labor del Departamento de Derecho Internacional en la organización de dicho Curso y la publicación de las conferencias dictadas en el mismo. 

10. Reafirmar la importancia de los estrechos contactos que el CJI mantiene con los órganos políticos de la Organización, especialmente con el Consejo Permanente y su Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, y recomendar al CJI que continúe concentrando sus esfuerzos en las cuestiones que los órganos competentes le indiquen y que sean de interés prioritario para la Organización.
11. Resaltar la necesidad de reforzar el apoyo administrativo y presupuestario al CJI fin de que pueda abordar adecuadamente la actual agenda jurídica interamericana y formular las correspondientes recomendaciones, de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
12. Expresar agradecimiento al pueblo y al Gobierno de la República de Perú por su apoyo decidido y eficaz para  la exitosa celebración del 76 Período ordinario de sesiones del CJI que se levó a cabo en la ciudad de Lima, entre los días 15 al 24 de marzo de 2010.

13. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución de actividades estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

OEA/Ser.P


AG/doc. 5104/10


27 mayo 2010


Original:  español


Punto 98 del temario
PROYECTO DE RESOLUCIÓN
FINANCIAMIENTO DEL PROGRAMA-PRESUPUESTO DE LA ORGANIZACIÓN 2011 
(Considerado por el Consejo Permanente en la sesión ordinaria del 27 de mayo de 2010 y remitido a la Comisión General de la Asamblea General)


LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS:


El Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.X/10); (acordado – 20 mayo, 2010);
El informe del Presidente de la Subcomisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios de la Comisión Preparatoria de la Asamblea General sobre el financiamiento del programa-presupuesto de la Organización para 2011 (AG/CP/doc.359/10); (acordado – 20 mayo, 2010)
El informe anual de la Junta de Auditores Externos (CP/doc.4488/10) presentado al Consejo Permanente el 6 de mayo de 2010; (acordado – 20 mayo, 2010)

El informe presentado el 6 de mayo de 2010 por el Secretario General al Consejo Permanente sobre la situación financiera de la Organización con miras al programa-presupuesto para el año 2011 (CP/doc.4491/10); y (acordado – 20 mayo, 2010)

El informe presentado en junio de 2006 por el Secretario General a la Asamblea General sobre la situación financiera de la Organización (AG/doc.4628/06), así como la presentación que realizó el Secretario General en noviembre del 2008 ante la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios (CP/CAAP-2974/08); (acordado – 20 mayo, 2010)
CONSIDERANDO:

Que derechos humanos, democracia y gobernabilidad, desarrollo integral y seguridad multidimensional son pilares de la Organización;  (acordado – 20 mayo, 2010)
Que la Asamblea General, en su trigésimo cuarto período extraordinario de sesiones, mediante la resolución AG/RES. 1 (XXXIV-E/07), aprobó la metodología para el cálculo de la escala de cuotas para el financiamiento del Fondo Regular de la Organización; (acordado – 20 mayo, 2010)

Que la Asamblea General, por medio de la resolución AG/RES. 1 (XXXVIII-E/09), encomendó al Secretario General que efectúe consultas con los Estados miembros con miras a elaborar un programa-presupuesto para el año 2011 que sea compatible con los mandatos y pilares de la Organización, así como con las capacidades de su financiación; (acordado – 20 mayo, 2010)
Que la Asamblea General, mediante la resolución AG/RES. 1 (XXXVIII-E/09), encomendó a la Secretaría General que presente a la Comisión Preparatoria un proyecto de programa-presupuesto para el año 2011 con un nivel global presupuestario de acuerdo con las consultas realizadas con los Estados miembros; (acordado – 20 mayo, 2010)
Que la Asamblea General estableció en la resolución AG/RES. 1 (XXXVIII-E/09) que los gastos totales para el rubro de personal no deberán exceder el 64,38% de la cifra indicativa para el programa-presupuesto del Fondo Regular para 2011, incluyendo cualquier incremento reglamentario que sea necesario; (acordado – 20 mayo, 2010)
Que es necesario establecer el nivel global presupuestario y las fuentes de financiamiento para el programa-presupuesto del año 2011 que será considerado y aprobado por la Asamblea General a más tardar el 30 de septiembre de 2010; y (acordado – 20 mayo, 2010)
Que, de conformidad con los artículos 54 y 55 de la Carta de la OEA, la Asamblea General aprueba el programa-presupuesto de la Organización y establece las bases para fijar la cuota con que debe contribuir cada uno de los gobiernos al sostenimiento de la Organización, tomando en cuenta la capacidad de pago de los respectivos países y la determinación de éstos de contribuir en forma equitativa; y (acordado – 20 mayo, 2010)

Que el Consejo permanente, por medio de la resolución CP/RES. 968 (1742/10) del 3 de marzo de 2010, convocó a un período extraordinario de sesiones de la Asamblea General a más tardar el 30 de septiembre de 2010 a fin de considerar y aprobar el programa-presupuesto 2011, (acordado – 20 mayo, 2010)
RESUELVE:

1. Fijar las cuotas con las que los Estados miembros financiarán el Fondo Regular de la Organización para 2011, de conformidad con la metodología adoptada mediante la resolución AG/RES. 1 (XXXIV-E/07) y la decisión del 19 de enero de 1955 (doc. C-i-269) sobre reembolso de impuestos sobre la renta, utilizando la escala y las cantidades que figuran en la Tabla A, “Asignación de cuotas al Fondo Regular para 2011”.

2. Establecer el nivel global presupuestario del programa-presupuesto del Fondo Regular para 2011 en US$___________ millones, y financiarlo de la siguiente manera:
a. Contribuciones de los Estados miembros de US$__________, por concepto de pagos de cuotas al Fondo Regular, asignadas de conformidad con la metodología para el cálculo de la escala de cuotas adoptada mediante la resolución AG/RES. 1 (XXXIV-E/07);

b. Contribución de US$564.000 del FEMCIDI al Fondo Regular por dirección técnica y apoyo administrativo, de conformidad con el artículo 80 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General, la cual, de acuerdo con el Estatuto del FEMCIDI, será de hasta el 15 por ciento del monto neto aprobado en 2010 para la ejecución en 2011;
c. Ingresos de US$2.500.000 por dirección técnica y apoyo administrativo de los fondos fiduciarios y específicos; y
d. Otros ingresos de US$1.336.000 por concepto de intereses, alquileres y amortizaciones, entre otros.
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�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.
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